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Panel integrado por su presidenta, la Juez Lebrón Nieves, la Juez 
Barresi Ramos y la Jueza Santiago Calderón 

Santiago Calderón, Jueza Ponente  
 

SENTENCIA   

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2024. 

 Comparecen ante nos el señor Héctor Benero Ramos, (parte 

apelante o señor Benero) y la señora Lydia Ortiz Caraballo (parte 

apelante o señora Ortiz) (en conjunto, los apelantes) mediante 

recurso de Apelación y solicitan la revocación de la Sentencia 

emitida el 12 de diciembre de 2023, y notificada el próximo día, por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI o 

foro primario). Mediante el referido dictamen, el foro primario 

declaró Ha Lugar la demanda y No Ha Lugar la reconvención; 

decretó la nulidad de la Escritura Pública número 20 de Cesión en 

Pago otorgada el 15 de septiembre de 2008 en San Juan, Puerto 

Rico, ante el Notario Público Lcdo. Vicente Sanabria Acevedo, por 

estar viciado el consentimiento por dolo e intimidación; ordenó al 

Registrador de la Propiedad de San Juan a inscribir la propiedad 

nuevamente a nombre de Hida Ramos Suárez (parte apelada o 

señora Ramos Suárez); concedió $20,000.00 por los daños mentales 

de la señora Ramos Suárez, los cuáles se deberán satisfacer a base 
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de $15,000.00 por el señor Benero y $5,000.00 por parte de la 

señora Ortiz. 

El 26 de diciembre de 2023, la parte apelante presentó 

Reconsideración y Solicitud Determinaciones Adicionales, la cual fue 

declarada No Ha Lugar. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

confirmamos la Sentencia apelada.   

I. 

La génesis de este caso ocurrió el 12 de junio de 2020, cuando 

la señora Ramos Suárez presentó contra su hijo, el señor Benero y 

la pareja de este, la señora Ortiz, una Demanda1. En síntesis, alegó 

que el señor Benero y la señora Ortiz habían incurrido en un patrón 

de maltrato. Además, indicó que el señor Benero realizó múltiples 

transacciones no autorizadas, utilizando la tarjeta de ésta para su 

propio beneficio. Arguyó que los fondos utilizados ascienden a 

$10,628.81 aproximadamente. Por otra parte, adujo que el señor 

Benero mediante treta o engaño, aprovechándose del estado de 

debilidad por la muerte de su esposo, logró que el 15 de septiembre 

de 2008, ésta firmara una escritura de cesión en pago, en la cual 

traspasaba su única propiedad, la cual había adquirido previo al 

matrimonio. Esbozó que, en dicha transacción, no recibió nada a 

cambio, y aun después de ocurrir la cesión del bien inmueble, 

continuó pagando la hipoteca que la gravaba hasta su saldo, esto 

sin que el señor Benero realizara ni un sólo pago.  

El 17 de agosto de 2020, los apelantes contestaron la 

demanda2. Adujeron que las alegaciones de la parte apelada son 

infundadas, caprichosas, acomodaticias, falsas, mal intencionadas, 

temerarias, contumaces y de mala fe. Que el negocio jurídico 

titulado Cesión en Pago que se pretende anular, realmente fue una 

 
1 Apéndice 4 de la Apelación. 
2 Apéndice 5 de la Apelación.  
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Cesión de Derechos Hereditarios de la participación del señor 

Benero en el caudal hereditario de su padre. Además, adujo el señor 

Benero que aportó al pago de la hipoteca, reconoció que el gravamen 

hipotecario continuó a nombre de la señora Ramos Suárez, y alegó 

que ésta, ocasionalmente, aportaba al pago de la misma, ya que 

residía en la propiedad. Asimismo, argumentó que el negocio 

jurídico infrascrito en la Escritura ocurrió precisamente para 

terminar el largo y escabroso proceso de partición de herencia en el 

Tribunal, y por ello, tomó la decisión de ceder su participación a 

cambio de la propiedad de Las Cumbres. 

También, indicó que parte del negocio jurídico de cesión es 

que para la fecha del 2008 la casa objeto de la controversia se 

encontraba deteriorada, y procedió a realizar reparaciones mayores 

y sustanciales, invirtiendo dinero y su trabajo. Además, alegó que 

los apelantes no han maltratado de ninguna forma a la parte 

apelada, sino todo lo contrario, que la señora Ramos Suárez los ha 

atacado, les faltaba el respeto, tratándolos con palabras soeces, 

gritos y alegaciones de maltrato. Adujo el señor Benero, que estuvo 

preocupado por la salud mental de la parte apelada y tomó la 

decisión de solicitar una Orden bajo el Código de Salud Mental, para 

que fuera evaluada y se le brindara ayuda, de ser necesario.  

Afirmó que la señora Ramos Suárez en conjunto con su hija, 

residente en Estados Unidos, solicitó orden de protección bajo la 

Carta de Derechos de Personas de Edad Avanzada logrando sacarlo 

a él y a la señora Ortiz de su propiedad. Esbozó que en la vista 

celebrada se allanó a la orden para evitar más enfrentamientos con 

la parte apelada, y que llegaron al acuerdo de que en cuatro (4) 

meses la señora Ramos Suárez desalojaría la casa y buscaría una 

propiedad para mudarse, ello, sin intención alguna de aceptar haber 

maltratado a su madre. Por último, el señor Benero aceptó que la 

parte apelada le ha ayudado financieramente en forma voluntaria 
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cuando él lo ha necesitado y como siempre acostumbraba; y también 

aceptó que usó la tarjeta de crédito en Home Depot con el 

consentimiento de ella. 

 Luego de ulteriores trámites procesales que no son necesarios 

pormenorizar, el TPI celebró la vista en sus méritos los días 10 y 11 

de octubre de 2023. La prueba documental fue la siguiente: 

Exhibit por estipulación: 
Exhibit I por estipulación-Escritura Pública número 20 de 
Cesión en Pago otorgada el 15 de septiembre de 2008 en San 
Juan ante el Notario Público Lcdo. Vicente Sanabria 

Acevedo. 
Exhibit II por estipulación-Durante la vista [se] estipuló el 
Informe del CPA Eduardo Jiménez Viñas del 25 de 
septiembre de 2008 en el caso número KAC 1999-0465.  
 
Exhibit de la parte demandante:  
Exhibit I-Orden de Protección de Hida Ramos Suárez vs 
Héctor Benero Ramos y Lydia Ortiz Caraballo.  
Exhibit II-Estados Bancarios de First Bank de Puerto Rico 
cuenta 08080043081 a nombre de Hida Ramos Suárez.  
Exhibit III-Carta de Aprobación.  
Exhibit IV-Autorización de débito directo pago hipoteca.  
Exhibit V-Pagaré de $6,000.00 préstamo personal de 
Oriental Bank de Puerto Rico.  
Exhibit VI-Estados Bancarios de Oriental Bank de Puerto 
Rico.  
Exhibit VII-Carta suscrita por Héctor Benero Ramos a Doral 
Bank.  
Exhibit VIII-Copia Certificada de Moción Informativa 
presentada por derecho propio por Héctor Benero Ramos el 
11 de julio de 2008 en el caso KAC 1999- 0465.  
 
Exhibit parte demandada:  
Exhibit I-Fotografías I-a a la I-i. 
Exhibit II-Informe Partición Final de 24 de septiembre 2008 
caso KAC1999-0465. 
 

 Así las cosas y luego de evaluar la prueba testifical y 

documental, el TPI realizó 30 determinaciones de hechos. En 

esencia, el foro primario otorgó credibilidad a una escritura de 

cesión en pago bajo presión y coacción por parte del señor Héctor 

Benero Ramos, quien presionó a la parte apelada para ello, 

amenazándola de que, si no le cedía la propiedad, no le ayudaría a 

realizarle las mejoras que necesitaba la misma, por lo cual, se 

declaró Ha Lugar la demanda y No Ha Lugar la reconvención. 

 Insatisfecho, el 26 de diciembre de 2023, la parte apelante 

presentó reconsideración, la cual el TPI declaró No Ha Lugar. 
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 Inconforme aún, la parte apelante acude ante nos mediante el 

presente recurso y señala al foro primario la comisión de los 

siguientes errores: 

1. Erró el Tribunal [a]l actuar de forma arbitraria, caprichosa, 
abusando de la discreción y cometer graves errores de 
derecho entre ellos la acción de nulidad y su término 
prescriptivo de 4 años. 

2. Err[ó] el Tribunal en la apreciación de la prueba y en no 
desestimar de plano las alegaciones contra Lydia Ortiz. 

3. Err[ó] el tribunal al determinar que hubo intimidación y 
amenazas en el otorgamiento de la escritura de cesión en 
pago de derechos hereditarios otorgada en el 2008 cuando 
los alegados hechos de la demanda fueron en el 2019. 

4. Err[ó] el tribunal al determinar sobre transacciones en las 
tarjetas de débito y crédito cuando del testimonio y de la 
propia sentencia surge que la demandante se las proveyó. 

5. Err[ó] el tribunal al no admitir como prueba de 
impugnación la tarjeta de débito de la cuenta a nombre de 
la Scotiabank a nombre de Hida Ramos Su[á]rez de la 
cuenta utilizada por su hijo Héctor Benero Ramos donde 
este depositaba sus ingresos. 

6. Err[ó] el Tribunal en anular la escritura de cesión en pago 
de derechos hereditarios. 

7. Err[ó] el tribunal en ordenar la eliminación de la 
reconvención de desahucio. 

8. Err[ó] el Tribunal en no conceder la sentencia declaratoria. 

El 15 de febrero de 2024, emitimos una Resolución 

interlocutoria. El 28 de mayo de 2024, la parte apelante presentó su 

Alegato Suplementario a Tenor Transcripción Juicio. Luego, el 25 de 

junio de 2024, la parte apelada presentó Alegato en Oposición a 

Apelación. 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes y 

examinados los autos originales, procedemos a disponer del recurso 

ante nuestra consideración. 

II. 

-A- 

Luego de presentada una demanda, la parte demandada debe 

presentar una alegación responsiva en la que admita o niegue las 

aseveraciones formuladas en su contra y, además, exponga “sus 

defensas contra cada reclamación interpuesta, junto con una 
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relación de los hechos demostrativos de que tales defensas le 

asisten”. Regla 6.2 (a) de Procedimiento Civil3. 

En cuanto a las defensas, existen algunas que deberán 

expresarse afirmativamente en la alegación responsiva o, de lo 

contrario, se tendrán por renunciadas. Regla 6.3 de Procedimiento 

Civil4. Estas son: 

(a) transacción, (b) aceptación como finiquito, (c) laudo y 
adjudicación, (d) asunción de riesgo, (e) negligencia, (f) 
exoneración por quiebra, (g) coacción, (h) impedimento, (i) 
falta de causa, (j) fraude, (k) ilegalidad, (l) falta de diligencia, 

(m) autorización, (n) pago, (o) exoneración, (p) cosa juzgada, 
(q) prescripción adquisitiva o extintiva, (r) renuncia y 
cualquier otra materia constitutiva de excusa o de defensa 
afirmativa. [...]. 
 

A manera de excepción, y para “garantizar que se haga 

justicia”5, podrá levantarse una defensa afirmativa luego de 

presentada la alegación responsiva si “la parte adv[iene] en 

conocimiento de la existencia de la misma durante el 

descubrimiento de prueba, en cuyo caso deberá hacer la enmienda 

a la alegación pertinente”6.  

-B- 

Es norma reiterada que, los tribunales apelativos no debemos 

intervenir con la apreciación de la prueba, la adjudicación de 

credibilidad o las determinaciones de hechos de los tribunales de 

primera instancia7. Esta deferencia hacia el foro primario responde 

al hecho de que el juez sentenciador es el que tiene la oportunidad 

de recibir y apreciar toda la prueba oral presentada, de escuchar la 

declaración de los testigos y evaluar su demeanor y confiabilidad8. 

Ahora bien, la doctrina de deferencia judicial no es de carácter 

absoluto, pues debe ceder ante las posibles injusticias que puedan 

 
3 32 LPRA Ap. V, R. 6.2 (a). 
4 32 LPRA Ap. V, R. 6.3. Véase, Presidential v. Transcaribe, 186 DPR 263, 281 

(2012). 
5 Texaco P.R. Inc. v. Díaz, 105 DPR 248, 250 (1976). 
6 32 LPRA Ap. V, R. 6.3. 
7 E.L.A. v. S.L.G. Negrón-Rodríguez, 184 DPR 464, 486 (2012); Serrano Muñoz v. 
Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 741 (2007). 
8 Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31, 67 (2009); López v. Dr. 
Cañizares, 163 DPR 119, 135 (2004).  
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acarrear unas determinaciones de hechos que no estén sustentadas 

por la prueba desfilada ante el foro primario. Se exceptúan de la 

regla de deferencia, las determinaciones de hechos que se apoyan 

exclusivamente en prueba documental o pericial, ya que los 

tribunales apelativos están en idéntica posición que el tribunal 

inferior al examinar ese tipo de prueba9. La apreciación de la prueba 

realizada por el TPI debe ser objeto de deferencia por los tribunales 

apelativos10. En conclusión, como regla general, no se intervendrá 

con la apreciación de la prueba, las determinaciones de hechos y las 

adjudicaciones de credibilidad que haga el foro de instancia11. 

En consideración a lo anterior, los tribunales apelativos deben 

brindarle gran deferencia al juzgador de los hechos, pues éste se 

encuentra en mejor posición para evaluar la credibilidad de un 

testigo y los conflictos de prueba deben ser resueltos por el foro 

primario12. 

No obstante, aunque el arbitrio del juzgador de los hechos es 

respetable y merece deferencia, no es absoluto y una apreciación 

errónea de la prueba no tiene credenciales de inmunidad frente a la 

función revisora de este Tribunal13. Si un análisis integral de la 

prueba refleja que las conclusiones del tribunal a quo están en 

conflicto con el balance más racional, justiciero y jurídico de la 

totalidad de la evidencia recibida, éste ha cometido un error 

manifiesto14. Por lo tanto, en vista de dicha función revisora este 

Tribunal -por vía de excepción- puede intervenir con la apreciación 

de la prueba que ha hecho el foro de instancia cuando existe error 

 
9 González Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746, 776-777 (2011). 
10 Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 DPR 894 (2011); McConnell v. Palau, 
161 DPR 734 (2004).  
11 Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31 (2009); Trinidad García 
v. Chade, 153 DPR 280 (2001). 
12 S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 DPR 345 (2009); Ramírez Ferrer v. 
Conagra Foods P.R., 175 DPR 799 (2009). 
13 Méndez de Rodríguez v. Morales Medina, 142 DPR 26 (1996). 
14 Íd. Véase también, S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., supra; Ramírez Ferrer v. 
Conagra Foods P.R., supra. 
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manifiesto, prejuicio, parcialidad o pasión por parte del juzgador de 

los hechos15.  

De otro lado, es principio establecido que un tribunal 

apelativo está en la misma posición que el TPI en cuanto a la 

apreciación de prueba documental o pericial16. Por tanto, 

corresponde a la parte que impugna el peso de probar que el 

dictamen fue arbitrario, irrazonable o que se tomó en ausencia de 

evidencia sustancial, todo lo cual implicaría error manifiesto17. Es 

por ello por lo que en casos donde existe conflicto entre las pruebas, 

corresponde precisamente al tribunal de instancia dirimirlo18.  

En consecuencia, la intervención de un foro apelativo con la 

evaluación de la prueba testifical únicamente procede en casos en 

que un análisis integral de dicha prueba pueda causar en el ánimo 

del foro apelativo una insatisfacción o intranquilidad de conciencia 

tal que estremezca el sentido básico de justicia19. Los foros 

apelativos pueden dejar sin efecto las determinaciones de hechos 

realizadas por el foro de instancia, siempre que "del examen de la 

totalidad de la evidencia el Tribunal de revisión queda definitiva y 

firmemente convencido que un error ha sido cometido, como es el 

caso en que las conclusiones de hecho están en conflicto con el 

balance más racional, justiciero y jurídico de la totalidad de la 

evidencia recibida"20.  

-C- 

Según nuestro ordenamiento jurídico, vigente, una persona 

de edad avanzada es aquella de 60 años o más21. Por ello, se 

 
15 Rolón García v. Charlie Car Rental, Inc., 148 DPR 420 (1999); López Vicil v. I.T.T. 
Intermedia, Inc., 142 DPR 857 (1997); Pueblo v. Collado Justiniano, 140 DPR 107 

(1996). 
16 Castrillo v. Maldonado, 95 DPR 885 (1968). 
17 Gallardo v. Petiton, 132 DPR 39 (1992); Henríquez v. C.E.S., 120 DPR 194 (1987); 
Rivera Pérez v. Cruz Corchado, 119 DPR 8 (1987); Quintana Tirado v. Longoria, 

112 DPR 276 (1982). 
18 López Vicil v. ITT Intermedia, Inc., supra. 
19 Pueblo v. Cabán Torres, 117 DPR 645 (1986). 
20 Maryland Casualty Co. v. Quick Const. Corp., 90 DPR 329, 336 (1964). 
21 Art. 2(p), de la Carta de Derechos de la Persona de Edad Avanzada en Puerto 

Rico, Ley Núm. 121 de 12 de julio de 1986, 8 LPRA sec. 342 (derogada). 
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estableció como política pública del Estado el garantizar a las 

personas de edad avanzada la protección contra la explotación 

financiera22. 

La explotación financiera se define como el uso impropio de 

los fondos, la propiedad o los recursos de una persona de edad 

avanzada por otro individuo. Podría constituir explotación 

financiera, el fraude, las falsas pretensiones, malversaciones de 

fondos, conspiración, falsificación de documentos, falsificación de 

récords, coerción, transferencia de propiedad, o negación de acceso 

a bienes23. 

En aras de cumplir con la política pública del Estado y ante el 

alza de delitos de fraude contra personas de edad avanzada, se 

promulgó la Ley para la Prevención y Detección de Posibles Casos de 

Explotación Financiera a Personas de Edad Avanzada o 

Incapacitados24. El referido estatuto le impuso al Comisionado de 

Instituciones Financieras, a la Corporación Pública para la 

Supervisión y Seguro de Cooperativas de Puerto Rico (COSSEC) y a 

la Oficina del Comisionado de Seguros, el deber de requerirle a las 

cooperativas y a otras instituciones financieras que establezcan un 

protocolo de prevención y detección de posibles casos de explotación 

financiera25.  

-D- 

La Regla 37.4 (h)26 de Procedimiento Civil, establece que, las 

partes no están obligadas a anunciar en el informe de conferencia 

con antelación al juicio, los testigos de impugnación o refutación. 

Para entender el alcance de dicha excepción, debemos primero ver 

que se entiende por prueba de impugnación o refutación. De igual 

 
22 Íd., Art. 1(e), 8 LPRA sec. 341. 
23 Íd., Art. 2(e), 8 LPRA sec. 342. 
24 Ley Núm. 206-2008, 26 LPRA sec. 235 nota et seq. 
25 Art. 1 de la Ley Núm. 206, supra, 26 LPRA sec. 235, nota. 
26 32 LPRA. Ap. V, R. 37.1. 
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manera, debemos analizar las reglas de admisibilidad que le aplican 

a este tipo de prueba. Veamos.  

La prueba de impugnación está regulada por la Regla 608 de 

Evidencia, la cual en su inciso (a) establece que cualquier parte, 

incluyendo a la que llama a dicha persona testigo a declarar27, puede 

impugnar la credibilidad de un testigo. Por su parte, el inciso (b) de 

dicha regla establece los medios de prueba que se podrán utilizar 

para impugnar o sostener la credibilidad de un testigo. Según la 

casuística aplicable, la prueba de impugnación se divide en dos (2) 

tipos: 

(1) la específica, que se refiere a aquella prueba directa que 
ataca el testimonio y tiende a establecer que el testigo se 
contradijo; y 

(2) la no específica, que ataca la credibilidad del testigo de 
forma general, como lo sería por ejemplo la impugnación por 
parcialidad e interés28. 
 

 Si bien, el propósito de la prueba de impugnación es 

menoscabar la credibilidad del testigo, esta regla no se puede utilizar 

como un subterfugio para introducir evidencia que de otra forma no 

podría ser admisible29. En síntesis, el propósito de la impugnación 

por contradicción es simplemente atacar instancias específicas del 

testimonio del declarante, demostrando que la declaración prestada 

es falsa, inexacta, poco probable o errónea. El principio cardinal es 

que contradiga lo declarado por el testigo frente al juzgador de los 

hechos30. Por lo tanto, no puede utilizarse como evidencia 

sustantiva en el caso31. 

III. 

Nos corresponde evaluar si el TPI cometió los errores 

señalados por la parte apelante. Para ello, hemos evaluado la 

transcripción de la vista, la prueba documental y los autos del caso, 

 
27 32 LPRA Ap. VI, R. 608. 
28 32 LPRA Ap. VI, R. 608 (a). 
29 Berríos Falcón v. Torres Merced, 175 DPR 962, 973 (2009).  
30 Berríos Falcón v. Torres Merced, supra, a la pág. 975 (2009); Pueblo v. Galindo, 

129 DPR 627, 645-646 (1991). 
31 Berríos Falcón v. Torres Merced, supra; Pueblo v. Galindo, supra, pág. 643-644. 
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a la luz del derecho aplicable. Luego de un estudio ponderado de 

ello, concluimos que la sentencia apelada debe ser confirmada. 

Veamos. 

Como primer error, la parte apelante alega que el TPI abusó 

de su discreción al no adjudicar la defensa de prescripción. Tras un 

examen detallado de los legajos apelativos, incluyendo la 

contestación de la demanda, el informe con antelación a juicio y la 

transcripción de la prueba oral (TPO), no surge que la parte apelante 

articulara alegación relacionada con la nulidad y la defensa de 

prescripción. En nuestro ordenamiento, es norma reiterada que la 

parte responsable de presentar una alegación responsiva debe 

reconocer o negar las aseveraciones de la parte contraria, al mismo 

tiempo que exponer sus defensas respaldándolas con una relación 

de hechos demostrativos según establecido en la Regla 6.2 (a)32. 

Dicha Regla establece que las defensas deben ser expresadas de 

manera clara, precisa y específica al contestar una alegación, puesto 

que, de lo contrario, se considerarán renunciadas33. Por lo tanto, si 

la parte apelante deseaba solicitar un nuevo remedio, debió haber 

hecho la correspondiente enmienda en el momento oportuno. Por lo 

cual, el primer error no fue cometido.  

Con relación al segundo error, arguye la parte apelante que 

erró el foro primario al apreciar la prueba y no desestimar de plano 

las alegaciones contra la señora Ortiz. De un examen de la TPO y la 

prueba documental, no se desprende que la Jueza de instancia haya 

actuado con pasión, prejuicio, parcialidad, o que incurriera en un 

error manifiesto al aquilatarla. Por lo cual, las decisiones a las que 

arribó el TPI merecen gran deferencia, debido a que es el foro que 

conoce las particularidades del caso, tiene contacto con los litigantes 

y examina la prueba. Concluimos que este error no fue cometido. 

 
32 32 LPRA Ap. V, R. 6.2 (a). 
33 Íd. 
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Pasemos a evaluar los errores tercero y sexto, en donde la 

parte apelante esboza que el TPI incide al determinar que hubo 

intimidación y amenaza en el otorgamiento de la escritura y declaró 

nula la escritura de cesión en pago. Respecto a estos errores, el TPI 

realiza las siguientes determinaciones de hecho: 

7. La parte demandante Hida Ramos Suárez y el 

codemandado Héctor Benero Ramos otorgaron una escritura 

de Cesión en Pago el 15 de septiembre de 2008 en San Juan 

ante el Notario Público Lcdo. Vicente Sanabria Acevedo. 

8. La parte demandante no recibió suma alguna de dinero, 

ni nada antes ni después de realizarse la escritura de cesión 

en pago de la misma.  

9. La escritura de cesión fue pagada en su totalidad por el 

codemandado Héctor Benero Ramos.  

10. Luego de otorgarse la escritura de cesión en pago, la 

parte demandante, Hida Ramos Suárez, continuó pagando la 

hipoteca que gravaba la propiedad hasta su saldo.  

11. En la escritura de cesión se menciona que fue en pago de 

la participación del codemandado Héctor Benero Ramos en 

la herencia de su padre, sin embargo, la parte demandante 

no recibió nada a cambio. 

15. Según el testimonio de la demandante Hida Ramos 

Suárez al momento en que se realizó la escritura de cesión 

en pago, ella se encontraba bajo amenazas de su hijo Héctor 

Benero Ramos, quien le indicó que si no realizaba la 

escritura de dación en pago no la ayudaría a realizar las 

mejoras que necesitaba la casa.  

16. De igual forma, el codemandado le informó a la 

demandante Hida Ramos Suárez que, aunque se realizara la 

escritura de dación en pago, ello no significaba que ella se 

tendría que ir de la casa ya que tenía su derecho a 

permanecer en la casa hasta el día de su muerte.  

17. La escritura de cesión en pago no fue presentada en el 

Registro de la Propiedad para su inscripción al momento de 

otorgarse, por el contrario, vino a ser presentada años 

después cuando la demandante comenzó un trámite 

bancario para el refinanciamiento de la propiedad.  

18. La demandante Hida Ramos Suárez, años después de 

haber otorgado la escritura de cesión en pago, bajo la 

creencia de que aún era la dueña de la propiedad (que aún 

continuaba pagando), comenzó a realizar un trámite 

bancario para el refinanciamiento de la propiedad.  
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19. El proceso de refinanciamiento fue detenido por el 

codemandado Héctor Benero Ramos. La demandante recibió 

una carta que reflejaba que su hijo, el codemandado, tuvo 

acceso al banco, y al percatarse del trámite, acudió a Doral 

Bank a detener el proceso.  

20. El codemandado Héctor Benero Ramos envió una carta 

redactada a su puño y letra, fechada de 13 de enero de 2013, 

al Doral Bank solicitando la paralización del préstamo 

hipotecario, indicando que a pesar de que la propiedad se 

encontraba inscrita a nombre de su madre, desde el 2008 se 

le había traspasado la misma y no se había presentado la 

escritura. 

21. En dicha carta el codemandado Héctor Benero Ramos 

reconoce lo testificado por la demandante en cuanto que se 

le había indicado que ésta continuaría residiendo la 

propiedad hasta su muerte indicando lo siguiente: “ella goza 

del uso y disfrute de la propiedad antes mencionada y es su 

hogar seguro y así lo será hasta que Dios lo disponga y yo 

Héctor Jaime Benero la protegeré así me ayude Dios”.  

22. En la carta, el demandado Héctor Benero Ramos 

igualmente realiza alegaciones en contra de su madre 

indicando que “es una persona de 75 años con ciertas 

discapacidades que le permiten hacer un sano juicio y lógico 

y no es procesable debido a estas discapacidades mentales”.  

23.El proceso del préstamo hipotecario fue detenido y 

posteriormente se presentó la escritura de cesión en pago en 

el Registro de la Propiedad. 

Tras un examen minucioso de la TPO y la prueba documental, 

colegimos que cada una de las determinaciones de hecho realizadas 

por el foro primario están sostenidas por la prueba desfilada y 

adjudicada, además de aplicar correctamente la legislación que 

corresponde a esta situación de hechos. Razonamos que la prueba 

presentada, así como los testimonios, establecieron que la parte 

apelante realizó un acto contrario a la voluntad de la señora Ramos 

Suárez, al realizar la escritura en disputa. La parte apelante fue 

inconsistente a través de la prueba testifical y documental. No 

tenemos duda que el desfile de prueba corroboró las alegaciones de 

la parte apelada y surge que el señor Benero, mediante treta o 

engaño, hizo que ésta firmara una escritura de cesión en pago, 
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causándole prejuicio e indefensión a la señora Ramos Suárez. Ante 

ello, estos errores no fueron cometidos. 

Con relación al cuarto error, argumenta la parte apelante que 

incidió el TPI al admitir los estados de cuenta de las tarjetas de 

crédito. No obstante, en la Sentencia apelada el TPI determinó lo 

siguiente: En cuanto a las alegaciones de explotación financiera, del 

testimonio de la propia demandante se desprende que las 

transacciones realizadas por el codemandado Héctor Benero Ramos 

fueron autorizadas y validadas por esta, quien, cons[c]iente de que el 

codemandado estaba pasando por una situación personal y 

económica difícil, le autorizó a que utilizara su tarjeta e, incluso, le dio 

una tarjeta adicional para su uso. Dicha alegación de explotación 

financiera en cuanto a la utilización de las tarjetas de la demandante 

no pudo ser probada por la parte demandante, por lo cual se 

desestima dicha causa de acción. En consecuencia, este error 

tampoco fue cometido, porque el foro primario desestimó dicha 

alegación. 

En el quinto error, la parte apelante entiende que el TPI erró 

al no admitir como prueba de impugnación la tarjeta de débito del 

Banco Scotiabank de la apelada y en donde el señor Benero 

depositaba sus ingresos. La parte apelante arguye que la exclusión 

de dicha prueba se discutió previamente y fue excluida por el TPI34, 

además que, ante la determinación del TPI de no permitir la 

admisibilidad de la prueba relacionada con el Scotiabank, la parte 

apelante no realizó una oferta de prueba. Revisamos detenidamente 

la TPO35 y, ciertamente, no hubo una oferta de prueba bajo el crisol 

de las Reglas de Evidencia36, ni se argumenta que era una prueba 

de impugnación. Ante ello, el error esbozado por la parte apelante 

 
34 Véase Apéndice 10 del Alegato en Oposición.  
35 TPO del 11 de octubre de 2023, directo del testigo señor Benero Ramos, págs. 

19-25. 
36 32 LPRA Ap VI, R. 104. 
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es pretender introducir evidencia que de otra forma no podría ser 

admisible, porque el TPI había realizado su determinación sobre 

dicha prueba. No cabe duda de que este error no fue cometido. 

Los errores séptimo y octavo se atenderán en conjunto. El 

séptimo error se relaciona con la alegada eliminación de la 

reconvención de desahucio y el octavo es que el Tribunal no concedió 

la sentencia declaratoria. Tras examinar los errores antes señalados, 

colegimos que, luego de celebrarse el juicio, el TPI determinó que la 

propiedad le pertenece a la señora Ramos Suárez; por tanto, la 

reconvención relacionada con el desahucio y la sentencia 

declaratoria se tornaron académicas, al dejar de existir la 

controversia que originó su presentación ante el foro primario y 

cuando la cuestión en controversia sucumbe ante el paso del 

tiempo, ya sea porque ocurrieron cambios en los hechos o el 

derecho, y la misma se vuelve inexistente37. En vista de lo aquí 

dispuesto, los errores séptimo y octavo no se cometieron. 

Es necesario puntualizar que, a pesar de que, en el Alegato 

Suplementario a Tenor Transcripción Juicio, la parte apelante arguye 

que “[…] la Honorable Juez Cancio es una persona seria que no 

presidiría su sala de no estar apta, pero admitió en la vista en su 

fondo estar medicada por lo cual su percepción quizás estuvo 

viciada”, dicha alegación es impertinente e improcedente, y tampoco 

se sustenta en la TPO.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Sentencia apelada. 

Notifíquese. 

 

 
37 Bhatia Gautier v. Gobernador, 199 DPR 59, 75 (2017). 
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


